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Señor Presidente, 

El Perú reconoce el informe que el -entonces- Relator Especial sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas, señor James Anaya, ha elaborado sobre la visita realizada a 
mí país en el mes de diciembre de 2013. Valoramos especialmente la evaluación que 
realiza sobre la situación de los derechos de los pueblos indígenas en el Perú, pues ha 
sabido reflejar,  de manera ponderada, tanto los importantes avances que se registran 
en mi país en materia de protección de los pueblos indígenas, como los retos aún 
pendientes en los que mi Gobierno se encuentra trabajando. 
Entre los progresos señalados apreciamos que el Relator Especial resalta 
positivamente la promulgación de la Ley N° 29785, Ley del Derecho a la Consulta 
Previa' de los Pueblos Indígenas u Originarios. Esta norma otorga un marco jurídico al 
ejercicio de ese derecho reconocido en el Convenio 169 de la OIT. También resalta el 
hecho de que esta Ley contiene elementos positivos que reflejan estándares 
internacionales, incluyendo los criterios que establecen que las consultas deben 
realizarse en forma previa, de buena fe, en el idioma de los pueblos indígenas 
afectados, con información oportuna, dentro de un plazo razonable y a través de un 
proceso de diálogo intercultural. 
El informe destaca el liderazgo del Perú en esta materia, no solo en tanto mi país es 
uno de los pocos en haber ratificado el Convenio 169 de la OIT, sino en cuanto dicha 
ley es la primera en su género, Por su carácter pionero, somos los primeros en 
reconocer que aún nos encontramos en proceso de construir nuestras capacidades 
para ¡mplementar plenamente la consulta previa en términos metodológicos, logísticos 
y presupuestarios. Pero ello no disminuye el hecho de que estamos ante un 
significativo avance en la defensa de los derechos de los pueblos indígenas. Puedo 
añadir con satisfacción que, hasta el mes de agosto del presente año, se han realizado 
ya 16 procesos de Consulta Previa. 
El Relator Especial indica asimismo que, como medio para superar conflictos sociales, 
se han producido otros avances importantes para crear espacios de diálogo y consulta 
con los pueblos indígenas. Menciona en particular la creación, en el año 2013, de la 
Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad, adscrita a la Presidencia del Consejo de 
Ministros, oficina que trabaja en áreas de conflictos reales o potenciales para 
establecer mesas multisectoriales de diálogo, aumentar la presencia del Estado y 
contribuir a mejorar las relaciones entre las empresas y las comunidades, entre otros 
objetivos. Esta oficina de diálogo es una expresión concreta del compromiso de mi 
Gobierno para garantizar una solución pacífica a los conflictos, transformándolos  en 
oportunidades de desarrollo. . 
El informe también destaca el proyecto de Fondos Sociales, orientado a que los 
recursos provenientes de las actividades de inversión privada se destinen a programas 
dé desarrollo sostenible en las zonas de influencia directa de los proyectos extractivos. 
Estos programas son administrados por entidades legales conformadas por 
representantes de las comunidades afectadas y de las empresas. Hasta abril de 2013, 
ocho de estas asociaciones han administrado proyectos por más de 116 millones de 
dólares. 
Este tipo de iniciativas ha sido posible en la medida que, como el Relator Especial 
menciona en sus conclusiones, los pueblos indígenas no han expresado una posición 
de rechazo completo a las actividades extractivas, sino que han remarcado la 
necesidad de que sus derechos sean respetados. Pero también ha sido posible en la 
medida que las empresas que desarrollan actividades extractivas están 
crecientemente imbuidas de una nueva filosofía  de relacionamiento con las 
poblaciones eventualmente afectadas por sus operaciones. En el caso concreto de 
Camisea, por ejemplo, las comunidades indígenas han recibido de la empresa 
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compensaciones por el uso e impacto sobre sus tierras. Este programa de 
compensaciones ha sido calificado como notable por el Relator Especial. 
Estamos pues ante un nuevo tipo de relación entre el Estado, los pueblos indígenas y 
las empresas privadas, cuyo horizonte es hacer compatibles el desarrollo económico, 
el bienestar general y el respeto de los derechos de los grupos vulnerables. Debemos 
superar la visión de que el desarrollo de las industrias extractivas sólo es posible 
menoscabando los derechos de los pueblos indígenas y afectando en medio ambiente. 
El Relator Especial ha constatado al visitar el Perú que ello no tiene por qué ser así. 
No obstante, hay desafíos por superar. Las recomendaciones del Relator Especial 
están siendo estudiadas con detenimiento. Valoramos sus opiniones y por ello les 
daremos la debida consideración. 
Finalmente, al tiempo de reiterar el firme compromiso del Gobierno peruano con la 
promoción y protección de ios derechos humanos, en particular de sus pueblos 
indígenas, quiero dar la bienvenida a la señora Victoria Tauli-Corpuz como ia Relatora 
Especial sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. A ella le puedo asegurar toda 
nuestra cooperación y que seguiremos trabajando con el mismo empeño y convicción 
en esta causa. 

Muchas gracias, señor Presidente. 




